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PROCESO TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 08001-31-53-003-2023-00085-00 

ACCIONANTE: RODRIGO MIGUEL LÓPEZ BORJA CC 72.268.633 

ACCIONADO: EL JUZGADO PRIMERO (01) PROMISCUO MUNICIPAL DE PUERTO 

COLOMBIA-ATLÁNTICO 

DERECHO: DEBIDO PROCESO 

 

INFORME SECRETARIAL: Señora Jueza, a su despacho la presente acción constitucional en la 

cual la parte accionante RODRIGO MIGUEL LÓPEZ BORJA CC 72.268.633, solicitó la aplicación 

de medida de protección constitucional en razón a la Prejudicialidad penal, aunado a no 

haberse resuelto los recursos impetrados el 21 de marzo de 2023, a través de correo electrónico, 

sírvase usted proveer.  

 

Barranquilla, 24 de mayo de 2023. 

EL SECRETARIO 

JAIR VARGAS ÁLVAREZ  

JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO MIXTO DE BARRANQUILLA, veinticuatro (24) 

de mayo de dos mil veintitrés (2023).  

 

Visto el informe secretarial que antecede, se tiene que el señor RODRIGO MIGUEL LÓPEZ 

BORJA CC 72.268.633, solicitó: 

 

“…La aplicación de medida de protección constitucional en razón a la Prejudicialidad penal, aunado a no 

haberse resuelto los recursos impetrados el 21 de marzo de 2023, contra la decisión de desembargo…” 

 

Lo anterior, se procede a resolver, previa las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

La misión primordial que la Constitución encomienda al juez de tutela es decidir si en cada caso 

concreto el derecho invocado por el accionante ha sido violado o amenazado y, en caso de que 

así sea, es su deber tutelarlo y, en consecuencia, tomar las medidas necesarias para que cese la 

violación o la amenaza. Entonces, se pueden distinguir dos partes constitutivas del fallo: la 

decisión de amparo, es decir, la determinación de si se concede o no el amparo solicitado 

mediante la acción de tutela, y la orden específica y necesaria para garantizar el goce efectivo 

del derecho amparado. El principio de la cosa juzgada se aplica en términos absolutos a la 

primera parte del fallo, es decir, a lo decidido.  

 

Por lo tanto, la decisión del juez de amparar un derecho es inmutable y obliga al propio juez 

que la adoptó como la orden es consecuencia de la decisión de amparo y su función es la de 

asegurar el goce efectivo del derecho en el contexto fáctico particular de cada caso, los efectos 

de la cosa juzgada respecto de la orden específica tienen unas características especiales en 

materia de acción de tutela.  

 

Las órdenes pueden ser complementadas para lograr “el cabal cumplimiento” del fallo dadas las 

circunstancias del caso concreto y su evolución. Tal fue la determinación del legislador 
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extraordinario, quién definió en el propio estatuto de la acción de tutela (Decreto 2591 de 1991) 

que el juez no pierde la competencia, y está facultado a tomar las medidas necesarias para 

asegurar el cumplimiento de la decisión, es decir, proteger el derecho fundamental afectado. 

Dice el decreto: 

 

 

ARTÍCULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde 

la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para 

proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la 

ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 

ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante. 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho 

la solicitud por el medio más expedito posible. 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 

seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en 

cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere 

dictado. 

 

El que se mantenga la competencia del juez de tutela con respecto a los remedios específicos 

que éste puede adoptar para corregir la situación, se funda en dos razones. En primer lugar, se 

trata de una regla necesaria para cumplir con el mandato según el cual todas las autoridades 

estatales deben garantizar el goce efectivo del derecho (artículo 2 C.P.). Por encima de las 

dificultades prácticas y trabas formales, el juez está llamado a tomar las medidas que se 

requieran para que, en realidad, la persona afectada pueda disfrutar de su derecho. Una 

sentencia de tutela no puede quedar escrita, tiene que materializarse en conductas positivas o 

negativas a favor de las personas cuyo derecho fue amparado. La segunda razón es que el 

remedio al que recurre un juez constitucional para salvaguardar un derecho, en ocasiones no 

supone órdenes simples, ejecutables en un breve término mediante una decisión única del 

destinatario de la orden, sino órdenes complejas, es decir, mandatos de hacer que generalmente 

requieren del transcurso de un lapso significativo de tiempo, y dependen de procesos decisorios 

y acciones administrativas que pueden requerir el concurso de diferentes autoridades y llegar a 

representar un gasto considerable de recursos, todo lo cual suele enmarcarse dentro de una 

determinada política pública. 

 

Ahora bien, la Honorable Corte Constitucional, a través de la Auto 278/09 “SOLICITUD DE 

SUSPENSION PROCESO DE CONTROL CONSTITUCIONAL POR PREJUDICIALIDAD Y 

EXCEPCION DE PLEITO PENDIENTE-Causales de improcedencia” indicó que: 

 

“…El Decreto 2067 de 1991 no contempla la figura de la prejudicialidad ni regula la excepción 

de pleito pendiente de ahí que esta figura no sea expresamente aplicable en los procesos de control 

constitucional. El proceso de control constitucional tiene un carácter autónomo frente a otros 

procesos judiciales, y esta autonomía radica en el objeto y la naturaleza del control abstracto de la 

constitucionalidad de las disposiciones jurídicas, proceso que no pretende establecer 

responsabilidades penales o disciplinarias por la infracción de la normatividad vigente, sino un 

pronunciamiento con efectos erga omnes sobre la constitucionalidad de una disposición sometida 

a examen constitucional. La Corte Constitucional ejerce un control concentrado sobre los actos 
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normativos enunciados en el artículo 241 constitucional y en el ejercicio de esta competencia no 

pueden interferir otras Corporaciones Judiciales. Los breves plazos del proceso de control 

constitucional también son un argumento en contra de la prejudicialidad, porque de admitirse 

esta podría convertirse en una herramienta que atenta en contra de la economía y celeridad 

procesal…” 

 

Es de anotar que, en materia constitucional, como lo indica la honorable Corte Constitucional, 

no se puede aplicar figuras de naturaleza procesal, en este caso la prejudicialidad penal, ya que 

estas se deben desarrollar en un escenario ordinario. Mas aún, entendiendo que dicha figura se 

aplica en la segunda instancia, en un proceso ejecutivo con sentencia, por lo tanto, se rige por el 

Código General del Proceso. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito Mixto de Barranquilla, 

 

R E S U E L V E 

 

1. NO ACCEDER a la solicitud de prejudicialidad penal, de conformidad con lo expuesto en la 

parte motiva de este proveído. 

 

2. NOTIFÍQUESE está providencia al accionante, por el medio más expedito, es decir, por 

medio del correo electrónico ccto03ba@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LINETH MARGARITA CORZO COBA 

JUEZA 
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